
Actuaciones administrativas y recientes pronunciamientos 
jurisdiccionales en relación con la derivación de la  

responsabilidad tributaria

Durante los últimos años se ha incrementado sustancialmen-
te la utilización, por parte de la Administración tributaria, de la 
figura de la derivación de responsabilidad recogida en la Ley Ge-
neral Tributaria (LGT) al objeto de obtener de terceros el cobro 
de las deudas no satisfechas por el obligado principal. Aunque el 
fundamento de esta potestad debemos encontrarlo en la exigen-
cia constitucional de contribución al sostenimiento de los gastos 
públicos (art. 31 CE, no podemos olvidar que a su vez supone 
una quiebra del principio, también constitucional, de capacidad 
económica. Su frecuente utilización a raíz de la crisis económica 
de 2010, que no ha cesado hasta el día de hoy, y su regulación 
“extraña y poco precisa”, (STS de 25 de marzo de 2021, recurso 
de casación 3172/2019), han supuesto una alta litigiosidad que 
ha dado lugar progresivamente a la elaboración de un corpus 
doctrinal por parte de nuestro Alto Tribunal.
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Y ciertamente algunos de los fallos del 
TS son particularmente relevantes a la 
hora de delimitar (y limitar) la actuación 
administrativa. Por ello resulta interesante 
hacer una revisión, forzosamente limitada 
debido al espacio del que disponemos, de 
aquéllos que han despertado más interés 
en los últimos años.

La naturaleza sancionadora del artí-
culo 43.1.a) LGT

La Sentencia 594/2025, de 20 de 
mayo de 2025 (recurso de casación 
3452/2023), confirma una clara tenden-
cia, iniciada por sentencias previas del 
TS (así, STS 729/2023 de 5 de junio, re-
curso de casación 4293/2021 o la STS 
839/2026, de 16 de mayo, recurso de ca-
sación 8393/2022) a establecer la natura-
leza sancionadora de este precepto que, 
recordemos, determina la responsabili-
dad subsidiaria de “los administradores 
de hecho o de derecho de las personas 
jurídicas que, habiendo éstas cometido 
infracciones tributarias, no hubiesen rea-
lizado los actos necesarios que sean de 
su incumbencia para el cumplimiento 
de las obligaciones y deberes tributarios, 
hubiesen consentido el incumplimiento 
por quienes de ellos dependan o hubiesen 
adoptado acuerdos que posibilitasen las 
infracciones. Su responsabilidad también 
se extenderá a las sanciones.”

Varias notas hacen particularmente in-
teresante esta sentencia: (i) deberá ser 
la Administración la que pruebe, en 
virtud del carácter sancionador del 
precepto, la concurrencia de culpa en 
la comisión de los hechos (en el caso 
enjuiciado, la Administración consideró 
que sólo debía justificar la condición del 
administrador, y que correspondía a éste 
la acreditación de que había realizado los 
actos de su incumbencia para el cumpli-
miento de las obligaciones tributarias. 
No existió así motivación de la actuación 
administrativa, ni se justificó la existen-
cia de una culpa in vigilando); (ii) Será la 
Administración la que deberá concretar 

la conducta que determina la negligencia 
en su actuación como administrador, sin 
acudir para ello a fórmulas estereotipadas 
que funden la responsabilidad en su mera 
condición de administrador. Y ello impli-
ca la necesidad de acudir ar un procedi-
miento contradictorio, con participación 
y audiencia del presunto responsable, en 
el que la Administración aporte los ele-
mentos de prueba que fundamentan el 
presupuesto de responsabilidad; (iii) lo 
anterior supone la recepción en estos pro-
cedimientos de todos aquellos principios 
que forman parte del derecho adminis-
trativo sancionador y del derecho penal, 
como son los principios de motivación, 
presunción de inocencia, tipicidad o pro-
porcionalidad; (iv) finalmente, y a la luz 
del criterio impuesto por la STC 85/2006, 
el TS declara que la naturaleza sanciona-
dora no sólo se refiere a la derivación de 
la sanción sino que también debe predi-
carse de la totalidad de la deuda tributaria.

La libre elección contra el responsa-
ble solidario o subsidiario

La sentencia antes comentada no se 
pronunciaba sobre un asunto que también 
había sido sometido en el mismo recurso 
al Alto Tribunal. En concreto, se solicita-
ba que dictase doctrina estableciendo que 
el artículo 176 LGT no otorga libertad al-
guna a la Administración tributaria para 
elegir a quién debe derivar la responsabi-
lidad, de modo que la acción recaudatoria 
deberá dirigirse, en primer lugar, frente 
a los responsables solidarios y, sólo des-
cartados estos, frente a los responsables 
subsidiarios.  

Sobre este asunto sí contábamos con 
una sentencia anterior (STS 680/2024, 
de 22 de abril, recurso de casación 
9119/2022), que parecía habilitar la libre 
elección del responsable ya que establecía 
como criterio que la declaración de res-
ponsabilidad subsidiaria no exigía agotar 
previamente todas las posibilidades de 
declaración de responsabilidad solidaria, 
de tal forma que si la Administración, 
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analizada la realidad que determina el na-
cimiento de la obligación tributaria y los 
indicios que pudieran existir sobre la exis-
tencia de posibles responsables solidarios, 
llega a la conclusión de que no procede 
declarar ninguna responsabilidad subsi-
diaria,  puede, sin necesidad de exteriori-
zar el fundamento de su decisión, declarar 
sin más trámites la responsabilidad subsi-
diaria que aprecie.

Este fallo causó sorpresa en la doctri-
na. En primer lugar porque, si bien de la 
sentencia de instancia se deducía que sí 
existían indicios de la existencia de un res-
ponsable solidario, el TS entraba a valorar 
esta cuestión fáctica (valoración excluida, 
por cierto, del recurso de casación) para 
fijar su criterio. Además, la sentencia se 
aportaba de la tesis fijada por el TEAC 
(por ejemplo, en resolución de 17 de ju-
lio de 2023, 6794/2020) y otros Tribuna-
les de Justicia. De esta forma, el propio 
TEAC cambió su criterio, adaptándolo 
al del TS (Resolución de 17 de junio de 
2024, 2887/2021).

Las críticas al fallo se fundamentaron 
precisamente en la naturaleza sanciona-
dora del precepto, considerándose vulne-
rados el derecho a la tutela judicial efecti-
va en la medida en que la Administración 
no tenía por qué, a juicio del TS, exterio-
rizar el fundamento de su decisión (artí-
culos 24, 103.1 y 106.1 CE) y los princi-
pios de tipicidad y proporcionalidad (art. 
25 CE), que exigirían la imposición de la 
responsabilidad sólo cuando no haya un 
reproche mayor (el de la responsabilidad 
solidaria).

Finalmente, la reciente STS 1416/2025, 
de 5 de noviembre de 2025, recurso 
5704/2023, matiza (y algo más, aunque 
esta es la expresión que utiliza) la senten-
cia anterior, sobre la base (curiosamente) 
de considerar, aquí sí, acreditados los in-
dicios de la existencia de un responsable 
solidario, y limita efectivamente la liber-
tad de la Administración a determinar 
libremente el responsable al establecer 

como doctrina que “cuando la persona 
física o jurídica a quien la Administración 
tributaria pretende iniciar, o le haya inicia-
do, un expediente de declaración de res-
ponsabilidad subsidiaria, presenta datos 
que identifiquen a una persona, física o 
jurídica, como posible responsable solida-
ria, indicando la relación o vínculo de esa 
persona con el deudor principal, y estos 
datos se pueden considerar indicios claros 
que permitan fundar razonablemente la 
existencia de esos posibles responsables 
solidarios, la Administración tributaria 
está obligada a indagar y comprobar la 
realidad de tales indicios de forma previa 
a la declaración de responsabilidad subsi-
diaria; y cuando considere que no concu-
rren, debe exteriorizar el fundamento de 
su decisión”. 

Un último apunte: la interrupción 
de la prescripción de la declaración 
del responsable subsidiario

Aunque en este caso no se trata de una 
sentencia tan reciente, no quiero dejar de 
recordar un aspecto muy relevante en el 
juego de la prescripción y que de forma 
continua se recuerda en las sentencias de 
nuestro TS. Se trata de la distinción en-
tre las actuaciones que interrumpen el 
derecho de la Administración tributaria 
a determinar la deuda tributaria (artículo 
68.1 LGT) y las que interrumpen el de-
recho de la Administración tributaria a 
exigir el pago de la deuda tributaria (art. 
68.2 LGT). Los hechos interruptivos para 
cada una de estas dos facultades son dis-
tintos, de forma que las actuaciones que 
interrumpen una de estas potestades de la 
Administración no tienen capacidad inte-
rruptiva de la prescripción de la otra.

Aunque, como sabemos, la interrup-
ción del plazo de prescripción frente a un 
obligado al pago tiene efectos frente al 
resto de obligados, la diferenciación a la 
que antes aludíamos tiene muy importan-
tes consecuencias en el ámbito que nos 
ocupa, entre las que destaca la siguiente: 
las actuaciones tendentes al cobro de la 
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deuda respecto del deudor principal sólo 
interrumpirán el derecho al cobro de la 
deuda frente al responsable después de 
que la derivación de la responsabilidad se 
haya producido, pero nunca antes.

Así lo recuerda, de forma taxativa, la 
STS 1022/2023, de 18 de julio de 2023, 
recurso de casación 6669/2021: “El cóm-
puto del plazo de prescripción para exigir 
la obligación de pago a los responsables 
solidarios no puede ser interrumpido por 
actuaciones realizadas frente al deudor 
principal o frente al obligado respecto de 
cuyas deudas se deriva la responsabilidad, 
salvo en aquellos casos en que la interrup-
ción (de la facultad para exigir el pago) 

se dirija a quien previamente ha sido de-
clarado responsable pues, hasta que se 
adopte el acto formal de derivación, no 
cabe hablar en sentido propio de obliga-
do tributario ni de responsable o respon-
sabilidad…”

Consecuentemente, la inactividad de 
la Administración tributaria a la hora de 
derivar la responsabilidad por un período 
superior a cuatro años puede determinar 
indefectiblemente la prescripción de ese 
derecho de la Administración por mu-
cho que durante dicho período se hayan 
efectuado actuaciones tendentes al cobro 
frente al deudor principal.


